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12221 . Sala Segunda. llocurao do """",ra nl\mOro 886/1l2.
Sentencla. numero 2fllrNJ3, de a de obnl.

La Sala Sei'unda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente• ., don Francift:O
Rubio Llorente. don Lu18 Diez-Picaza y Ponce de LeOn, don
Francisco Tomas y Valiente. don Antonio Truyo! SalTa y don
Francisco Pera Verdaguer. Magistrados, ha pronundado

EN NOMBRE DEL REY

la &~uiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don Antonio Yébe­
Des Cadea. en su propio nombre y derecho, contra el auto die.
tado con fecha 1 de septiembre de 1'182 por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la AudIencia Nacional. en el que
han sido parte el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado.
siendo Ponente el Magistrado don Antonio Truyol Barra, quien
exprésa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

1. Don Antonio Yéballes Gadaa. funcionario del Cuerpo Su·
perior de Policía y Li~nciado en Derecho, medi&o.te escrito que
tuvo su entrada el 14. de octubre de 1982. interpuso recurso de
ampiu'C> contra el auto de 1 de septiembre de 1982 de la Sala
de lo Contencioso·Administrativo de la Audiencia Nacional, dic·
tado en autos número 13.788, basándose en los siguientes su­
puestos de hecho y de derecho:

al El hoy recurrente interpuso el 16 de julio de 1982, al
amparo de la ·Ley 6211978. de 26 de diciembre. de Protección Ju·
risdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 1& Audiencia Nacio­
nal, recurso contencioso-administrativo contra el acto tácito, uO
manifestado por escrito. dictado por el Ministerio del Interior.
distribuyendo 2.4.26 ..niveles de arado ocho.. concedidos por la
Junta Central de Retribuciones para retribuir puestos de res·
ponsabilidad encomendados al mencionado Cuerpo Superior. l!:l
recurrente alegaba en su escrito de interposición la vulneración
del articulo 14 de la Constitución (en adelante CE).

Afirma el señor Yébenes que por el Ministerio del Interior .
se procedi6 a la distribución de los .niveles.. realiZando una
primera concesión generalizada de los mismos. con efectos de
1 de mayo, a todos los funcionarios de diC;ho Cuerpo Superior,
cualquiera que fuese su categoría, destinados en las provincias
Vascongadas y Navarra, y una segunda distribución, con efec­
tos a partir de una fecha posterior, entre funcionarios con ca·
tegoría de Inspectores de primera. Con lo que al setaor Yé-benes,
Inspector de primera, destinado hace años en Madrid e;t el
Gabinete de Estudios de ·!aCemisarfa General de Información,
no se le había reconocido tal nivel ocho hasta noviembre de
1981. y ello le habrfa ocasionado un perjuicio evaluable· en
35.706 pesetas.

b) La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de la Audiencia Nacional dictó providencia de 19 'de
julio admitiendo a trámite el recurso planteado.

c) El 23 de lulio interpuso el Abogado del Estado recurso
de súplica contra la mencíonada providencia, solicitando se de·
clarase la lnadmisibiUdad del recurso.

d) El" de agosto de 1982 presentó el recurrente escrito de
demanda en el que -según afirma- suplicaba la anulación
del acto impugnado -por infringir el articulo 14 de la Consti·
tución espec1ficamente, asi como el resto del ordenamiento ju·
rLdico... Con la misma fecha de 4 de agosto formuló el recu­
rrente escrito de alegaciones contra el recurso de súplica inter­
puesto por el_Abogado del Estado.

el La Sala de lo Contencioso-AdministraUvo de 1& Audiencia
Nacional dictó auto de 1 de septiembre de 1982, notificado el
20 de septiembre, estimando el recurso de súplica interpuesto
por la Abo.acia del Estado. Por dicho auto la Sala acordó re­
vocar la providencia de 19 de Julio de admisión a trámite, asi
como anular las actuaciones poateriores, ..sin perjuicio de la
prosecución' por el trámite del procedimiento ordinario si se
pide y con la posibilidad de subsanar la falta de presupuestos
que fuese consecuencia de las especialidades del proceso Be­
guido_o

En los considerandos de dicho auto se fundamenta el acuerdo
del modo siguiente:

..Considerando que los derechos fundamentales reconocidos
en la Constituci6n son derechos que corresponden a la dignidad
de la persona humana en C'\lanto tal. es decir, en la pura di­
mensión de hombre Y. por consiguiente. para que pueda en­
tenderse lesionado el de 1¡ualdad (que es el invocado) me­
diante un acto quesupon.a discriminación por una resolución
administrativa y, en consecuencia. proceder la impugnaci6n
a través del proceso especial ideado al efecto, aqu61la babri
de producirse, precisamente. en relaciól;l con circunstancias inhe­
rentes a la persona misma, pero en modo alruno mediante una
resolución que, como la i'mpu¡nada, tmicamente afectaba a
eventuales derechos económicos derivados de la relación de em­
pleo publico y se limit6 a efectuar una distrJbución de ciertos
complementos retributivos entre funcionariol del Cuerpo Ce-

neral de Policia. atendiendo a diferentes circunstancias e in­
cluso previo dictamen de diversos Organismos; y si en esa
distribuciÓD un cierto nivel fue atribuido o no ai recurrente o lo·
fue COIl varios meses de retraso. con sus naturales consecuencias
econ6micu, DO hay el menor indicio de que ello, CuaJquiera
que fueee au legalidad. tuviese connotación alguna relacionada
con cJrcunItanciaa personales del recurrente ...

cConIiclerando que no procede por ello uUliza¡ el procedi.
miento espec1&l seauido. sino el ordinario (.J, pues las POSt..
bilidad81 de opciÓD del particular recurrente en relación. con
el procedimiento a 8eauir no pueden ll.aar al extnmo de dejar
a su arbitrio o aimple invocación COD88Cuencias de orden pú­
blico tan importantes como las que derivan de las singularida­
des de este proceso especial porque oon esto, aparte una apli­
cación abusiva de prescripciones. como la suspensión de 1&
ejecución del acto. podría incluso llegarse a esterilizar el mismo
Cin querido por la Ley si como consecuencia de la personal
apreciación de cada interesado el\ número de procesos espe­
ciales creciese en medida tal que imposibilitase su tramitaciÓD
urgente ...

f) El hoy recurrente en amparo. tras diversas consideracio­
nes acerca de la cuestión de fondo por él planteada ante 1&
mencionada Sala de lo Contencioso--Administrativo, invoca como
i,fringido el articulo 14.de la CE y cita asimismo los art1cu·
los 9, 10. 24. 96 ., 103 de la misma. &Sí como el articulo 14 del
Convenio de Roma para la Protección de los Derechos Humano.
y de las Libertade. Fundamentales, ., varias sentencias del Tri­
bunal Constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Hu­
manos. Aduce que el M1nisterio del Interior en los criterio.
de as~nación de niveles ocho de complemento de destino debe
respetar loa principios de legalidad. de jerarqu1a normativ.a y
de seguridad Juridica. _y no son. a su Juicio, motivaci2nes fun­
dadas en razones Juridicamente atendibles el retribuir a unOI
funcionarios de interior categoría administrativa y menor res­
ponsabilidad con un complemento de desUno. y a otros fun­
cionarios de mayor cate.oría, antiglledad, especial responsa..
bilidad y particular preparací6n técnica por el puesto de tn,..
bajo delempeftado.

g) Por todo ello, solicita el hoy recurrente en amparo se
declare la· nulidad del indicado auto de 1& Sala de lo Con­
tencioso-Admlnlstratlvo de 1& Audienc1a Nacional de 1 de sep­
tiembre de 1982 -que ha impedido el pleno ejercicio de la pro-.
tecci6n jurisdiccional especial del derecho vulnerado- del ar­
ticul0 14 de 1& CE ,as1 como q4e se declare que ...quede admJ­
ttdo a trámite por la via especial de preferencia y lumeried.ad
de la Ley 82/1878. de 26 de septiembre. el recurso contencioso­
administrativo en debida fonna y tiempo- ante dicha Sala.

2. La Secci6n Tercera, por providencia de 24 de noviembre
de 1882 acordó admitir a trámite la demanda de amparo pre..
sentac:t& por don Antonio Yébenes -Gadea, y, en aplicación de
10 dispuesto"8n el articulo 51 de la Ley OrgAnica del Tribunal
Constitucional (en adelante LOTC) , interesar de la Audiencia
Nacional remitiera testimonio de las actuaciones correspon­
diente's al recurso contencioso-administrativo número 13.788
interpuesto por el mencionado don Antonio Yébenes Gadea
contra resolución del Ministerio del Interior, y 8e emplazara a
quienes hubiese~ sido parte en dicho proceso para su compa­
recencia ante este Tribunal y en el presente recurso de amparo,

3. Recibidas de la SaJa de lo Contencioso-Adm1nistrativo de
la Audiencia Nacional 1aI actuaciones. la Sección, con fecha 12
de enero de 1983, acordó, de conformidad con lo di~puesto en
el articulo 52 de la LOTC, __dar vista de las lDlsmas por
plazo común de veinte dias al Ministerio Fiscal y al deman­
dante de amparo. asi como al Abogado del Estado, personado
en autos. para que pudieran presentar las alegaciones que est1~

masen convenientes.
4. En BU escrito de alegaciones de 1 de febrero el deman­

dante de amparo. tras' reiterar sus consideracioD:es.acerca de la
cuestiÓn planteada en el proceso que es~, en el on¡en del pre­
sente recurso.• invocando de nuevo varias aentencias de este
Tribunal nas números 11/1932, de 29 de marzo; 19/1982, de 5 de
mayo; U/lasa, de 28 de julio). insiste en q~e. al dE!clarar el
impugnado auto de la Audiencia Nacional la maplicabllidad del
procedimiento especial y de urgencia de la Ley 62/1978 se in..
fringe el artículo 24 de la CE en relación con el 14, pues. el
obli.&do cambio de procedimiento conduce a U!1a denegacI~n
de la tutela jurídica efectiva, que entrafla a BU luicio una diS­
criminación, reforzada por ha.ber asignado la AdministJ;ación
los - complementos de destino de ..nivel ocJ;1o- sin segun- los
criterios establecidos por las leyes y demAs normas Jur1dicas
que 101 regulan y IOn ampliamente expuestas por el recurrente.
El ..complemento de destino_ no se aplicó, segUn él. de la forma

.específica que resulta de ser tal Cuerpo Superior un Cuerpo
1erarquico y _dividido en divl!lrsas categor1a.s que conlleva.n
una mayor responsabilidad a mayor. categoría-o y S8 desconociÓ
asimismo que la ..particular preparación técnica- aupone la po­
&es16n de unos conocimientos y titulación aplicables al puesto
da trabajo diferenciados de los exi¡'idoa al resto de los ~uncio­
narioa del m1Imo Cuerpo para .u 1np'eSO en el mismo, ruentraa
con anterioridad al acto que se recurre en via Judicial el Mi·
niaterio del Interior se babia atenido a la rigurosa antigüedad
escalafonal. .

Una Vez demostrado, a Juicio del recurrente, que eXiste ¡Udnada
discrlmlnaclÓJl en la aplicaciÓJl do la Ley y una dosilrUa
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de hecho con relevancia jurídica, y según él no Justificada.'
infringiéndose el artículo 14 de la CE, su conclusión es que
el recurso contencioso-administrativo que habrá de deducirse
para. restablecer su derecho deberá tramitarse por los cauces es­
tablecidos en la Ley 62/1978. de 26 de diciembre. sobre protección
junsdicciond de los derechos fundamenl ales de la persona, por
le que la no admisión a trámitE'! de la correspondiente demanda
ante la Audiencia Nacional infringe a su vez el derecho a ia.
tutela efecthi!l de los Jueces y Tribunales yana sufrir la inde­
fensión ..ontemp!ada en el articulo 24 de la CE. Por lo cual
reitera la süplica de que se declare por este Tribunal que el
auto impugnado es ..contrario a nuestro ordenamiento constl·
tu.ional e infringe expresamente los artículos 14 y 24 de la
vigente Constitución y se ordene la continuación de la trami­
tación del recurso contencioso-administrativo planteado por los
trámit.Es de la meritada Ley 62/1978-.

5. El Fiscal General del Estado despachó el trámite de ale­
gaciones en escrito de 28 de enero, que en sintesis dice lo si­
guiente:

al El recurrente en amparo obtuvo de la Audiencia Naciona.l
una re.ioJuciÓn fundada en derecho. que si bien es denegatoria
de su pretensión. cumple en principio la exigencia del precepto
constitucional del artículo 24.1, tal y como lo delimita la sen­
tenCia de este Tribunal de 13 de octubre de 1982.

bJ Es cierto que el cambio indebido del procedimiento puede
constituir vulneración del derecho de tu.tela efectiva. AnaliZan­
do las sentencias de este Tribunal de 29 de marzo, 31 de marzo
~' 11 de octubre de 1982, concluye que en el caso presente el
Te ha de indagar la fundamentación Juridica del auto im·
pugnado para poder llegar a la conclusión de si la materia
objeto del recurso afecta. o no al derecho fundamental de igual­
dad ante la ley (arl. 14 de la CEl, abstracción hacha de si
la discriminación alegada se ha cometido o no, pues dilucidar
este problema de fondo corresponde a la 1urisdicción conten­
closo-administrativa, sin perjuicio .de acudir con posterioridad a
la vía de amparo si resultare procedente.

c) La pretendida discriminación d. que el recurrente se
queja sólo abarca una extensión temporal desde el 1 de mayo
hasta el 31 de· octubre de 1981, y se limita en sus efectos a la
reclamación de las 37.702 pesetas devengadas duránte ese pe­
riodo. Se trata, pues, de una soUcitud de unos atrasos por
parte de un funcionario reclamante frente al Estado, supuesto
típico de los procesos contencioso-adm1nistrativos ordinarios en
materia de personal.

d] La adjudicación del nivel ca funcionarios que se encuen­
tran en evidente y especiaUsima situación de peligrosidad en
el desempeño de su función puede, sin una interpretación equi­
vocada, considerarse incardinada en el concepto "especial o ma­
yor responsabilidad.... dadas las situaciones de riesgo grave y
frecuente imperantes en las zonas geográficas a que se refiere
el recurso. El estimulo economico superior ha sido. creado para
satisfacer un servicio público de relevante importancia y paliar
así la falta de cobertura tan frecuente en las plantillas de esas
zonas, cservicio al que el recurrente también había podido acce­
der, en cuyo caso no habría discriminación-o Por otra parte.
este acicate dinerario para cubrir las plantillas se da en otros
cargos públicos (asi con respecto al personal 1udicial y fiscal
en la Audiencia Nacional y en los lugares geográficos mencio·
nadas), sin que haya sido combatido por los compañeros de
profesIón, que lo entienden 1ustificado.

el La doctrina - que se retoge en el auto de la Sala de ta
Audiencíh Nacional resulta, a juicio del Ministerio Fiscal, ple­
namepte ajustada a derecho, al decir que los derechos funda­
mentales reconocidos en la ConstitUCión son aquellos que co­
rresponden a la dignidad de la persona humana como tal, y
para que pueda estimarse lesionado el principio de igualdad
es preciso que la discriminación se produzca en relación con
ci:-cunste.nc~as inherentes a la persona misma. Si se admitiese
acogerse a la especIalidad del proceso previsto en la Ley 62/
1978 para el cobro de unos atrasos, alegando que otros functo·
naMos -en situación de servicio muy diferente- han peroibIdo
el complemento de destino con unos meses de antelación, el uso
del proceso excepcional se ·convertiría en abuso, yendo contra la
finalidad concebida para esta tramitación, y se soslayarla la
necesidad de apurar la vía administrativa, con la posibllidad
de una susoens16n del acto en todo caso.

f) El auto pone singular cuidado- en no pertudicar los de­
rechos del recurrente, al concederle la posibilidad. de subsanar
en la vfa ordinaria la faita de presupuestos que fuese conse­
cuencia de las especialidades del proceso seguido.

En mérito de todo lo cual el MInisterio Fiscal solicita la de·
negación del amparo.

6. Tambíén el Abogado d(ll Estado solicitó de este Tribunal
la desestimación del recurso.

al Analizando la pretensión del recurrente, tal y como se
expresa en el suplico, seftala en primer lugar que el acto objeto
de amparo es la resolución judicial, que, negando la pertinencia
del trámite especial, remita la decisión del asunto al proceso
ordinario, por lo que el demandante no pretende en este pro­
ceso la reforma del supue!'!to acto tAcita no manifestado por
escrito el .. ; excelentfsimo señor Mini.stro del Interior, sino crear
la::; conrl;ciO!'1eCJ que permft'l.n su revisión en el procedimiento
especial. Siendo esto así, el aU,to impugnado cumple lu exl·

gencias minimas del artículo 24.1 de la CE, definidas en la
sentencia de este Tribunal de 11 de octubre de 1982. y el recu.
rrente ha obtenido una resolución expresa y motivada de la
Sala sentenciadora, que tiene para sus pretensiones cuna inten­
sidad menor que si fuera de pura y estricta inadmisión_.

bl Otra conclusión que el Abogado del Estado saca de su
consideración del suplico de la demanda es la presencia de lo
que viene a ser «pretensión complementaria_ de que quede ad.
mitido el recurso como «presentado en tiempo y forma,,: pre­
tensión rigurosamente inadmisible, por cuanto el Tribunal Con­
tencioso·Administrativo, a quien incumbe la competencia para
r"'solver sobre la admisibilidad del recurso, no se ha pronun­
ciado al respecto, y mal podría inferirse de ello ninguna lesión
susceptible de la revisión excepciona.l del recurso de amparo.

cl Si se estimara --añade el Abogado del Estado- que 10
que el demandante de amparo persigue realmente es el cobro
de unos atrasos que supone serie debidos, el auto cumple los
dos requisitos que establece para un supuesto analogo la sen­
tencia de este Tribunal de 31 de marzo de 1982: por un lado.
califica el derecho sustantivo de fondo al razonar la ausencia
de un derecho fundam~ntalj por otro, este no reconocimiento
del derecho sustantivo al cobro de unos supuestos atrasos
como derecho fundamental no se produce en términos que im·
pidan· en puridad la definitiva protección del derecho, de modo
que la remisión al procedimiento común mantiene viva y sin
ningún impedimento la protección del derecho en sede judicial.
dentro del procedimiento ordinario.

d} En cualquIer caso. entiende el Abogado del Estado que
«la· procedencia de la via excepcional dei recurso de amparo
exige la presencia actual de una lesión de un derecho funda·
mental_, teniendo razón, a su juicio, la AudienCla Nacional
cuando vincula. los derechos fundamentales a la dignidad de
la persona humana «en cuanto tal., en plena armonia con cuan­
to dispone el artículo 10 de la CE. El demandante, aquí, al invo­
car el principio de igualdad, postula simplemen~,e -o más
exactamente pretende postular en vis contenciosa prlvilegiada­
el reconocimiento del derecho aunas atrasos {pues el nivel
retributivo en discusión le fue reconocido a partir de noviembre
de 1981J. En· este sentido, pocos procesos contenciosos en mate·
ria de personal podrian. dejar de reconducine a criterio de
igualdad. Como señala el auto. hace falta una acción arbitrarIa
del poder pubHco como reverso indlspensable del atentado a
la aignidad. Al afirmar el demandante que la desigu~ldad en
la distribución se produ1o por haber;se atendido eXClUsivamente
a la zoria--geográfica del destino· y lI""la a~árente peligrosIdad
de éste, está reconociendo la existencia de una razón objetiva
de diferenciación, con lo que el tema pierde tod~ su relieve
constitucional, y la cuestión de si esta diferenCia de trato
se ampara o no en la noción de "'c~mplementos de de~tin.o.
es materia que no justifica su tratamiento en esta sede JUriS­
diccional.

7. Por providencia de 23 de febrero de 1983 se s€'ñ~ló para
deliberación y votación del recurso el 30 de marzo SIguiente.
habiéndose dejado sin efecto dicho señalamiento por providen­
cia de 2 de marzo de 1983, que seftal6 en su lugar para dicho
trámite el 23 del mismo mes.

Il. FUNDAMENTOS JURIDICOS

• Primero.-El presente recurso plantea la cuestión. previa. de
delimitar su objeto. La demanda, si bien achaca al auto l~·
pugnado el haber impedido el pleno ejercicio de la pr~tecclOn
jurisdiccional especial del derecho a la igualdad del artIculo. 14
de la CE, se funda propiamente en la sup~lesta vulne:8cIón
de este derecho constituciona.l, y sólo el suphco del escnto de
alegaciones 98 reti~re expresamente a una pretendida lesión del
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del artículo 24.1. de
nuestra norma fundamental. Conviene, sin emoargo, preCIsar
que la violación del artículo 14 se imputa a la actuación de
la Administración {supuesto del artículo 43 de la LOTe} y no
a la del órgano 1udicial (supuesto del articulo 44 de dicha Leyl.
que al confirmarla se habria hecho participe de aquélla.. E.llo
no obstante el recurrente se limita a pedir una tutela lundlca
clnstrument;;U-, a saber: que, anulándose el cambio de. 'proca·
dimiento decretado por el auto, se ordene la prosecuclOn dal
mismo por los trámites de la Ley 62/1978 sin haber llegado,
en cambio, a solicitar, ni en el escrito intcial ni en el de alega:­
clones la reforma del supuesto acto administrativo _tácito,. pre­
sunta~ente opuesto al derecho a la igualdad. Sobra esta base,
la pretensión ejercitada en la demanda -lugar en el que
según el articulo 49 1 de 1.a LOTC debe fijarse con pr:eclsión
el amparo que Se pide- incUlTe en falta de coherenCIa, por
cuanto partiendo de que el acto administrativo viola el ar­
ticulo i4 de la CE "1- centrando su fundamentación en este punto.
no sol1cita luego la revisión de tal acto en vía de amparo.

Ahora bien, el hecho de que el demandante limite el pe!itum
al indicado aspecto instrumental no e8 óbice para que, tenIendo
en cuenta que en los escritos de todas las partes se ha consi­
derado el asunto desde la perspectiva del artículo 24.1 de
la CE. podamos entrar en el análisis del punto por éste con·
templado.

Segundo.-Desde esta perspectiva. cabe preguntarse ai el
camhio de procedimiento establecido por el au~o impugnado,
consistente en sustituir el procpso contenc!('lso·administrativo
especial de la Ley 62/1978 por el prot'eso contencioso-administra4
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ttvo ordinario, puede: entra:ftar una vulnE'lraci6n del derecho 8
la tutela jurisdiccional. En afeeto. como señala el articulo 63.2
de la CE, cualquier ciudadano podré. recabar la tutela de las
ltbert&d81 y derechos reconocidos en el articulo 14: y le secci6n
primera del capitulo segundo ante los tribunales ordInarios
..por un procedimiento basado en los principios de preferencia
y sumarledad-, y en tanto tal :PrOCedimiento tudicial especftlco
no esté desarrollado, la disposlci6n transitoria segunda, 2, esta·
blece que llenari su función de via ludlcial previa a la tntar­
posic1on del recurso de amparo la Ley 82/1878. Y el obvio que
el ae.eeso a la misma no puede ser denegado sin fundamento,
aunque tampoco es suficiente la simple afirmación por el re8~

pectivo recurrente de una supuesta infracción. de aquellos dere·
chos. Este Tribunal ha tenido ya ocasión de pronunciarse al
respecto, como se desprende de la aerie de sentenctu que las
partes, en relación con sus respectivos puntos de vista, invocan.
Es obvio Que el sentido de dichas sentencias ha de matizarse
en función de la peculiaridad de cada caso pOr ellas decidido.
Con indudable proximidad al Que ahora nos ocupa, la sentencia
37/1882, de 16 de Junio, en el recurso de amparo 216/1981 (.Bo­
leUn: Oficial del Estado. de 16 de 'ullo) , indica que la existencia
del proceso especial contenc1oso·adminlstTatlvo regulado en la
Ley 62/1978 para los derechos fundamentales qU8 88 reco¡en
en el artfculo 63.2 de la Constitución, y Que entre otras venta1as
de procedimiento comporta an. régimen especial de suspensión
del acto impugnado, no implica un derecho a disponer del
mismo sin más que la mera invocac1ón por el recurrente de
un derecho fundamental, debiendo su vlabiUdad ser examinada
por las Salas de 10 Contencioso·Admlnlstrativo .partlendo de
la fac..'Ultad que les corresponde C..) de velar por el cumpUmlento
de 108 presupuestos exigidos para cada tipo especial dé pro­
ceso. y .cuando "prima facie'" pueda afirmarse. sin duda
alguna, que el acto Impugnado no ha percutIdo en el Ambito
de los derechos fundamentales alegadol, la consecuencia puede
ser la Inadmlslón del recurso, tal y como viene declarando
reiteradamente la Jurisprudencia del Tribunal Supremo. (funda­
mento segundo). Afiade la referida lentencla, apoy6Ddose en
una reiterada doctrina de este Tribunal, que por luponer el
derecho a 1& tutela efectiva de los Jueces y Tr1bunal~s que
los recurrentes sean oidos y tengan derecho a una decisión,
sea favorable o adversa" .es, lin embargo. evidente. que elta
decisión no tiene necesariamente que proyectarse, sobre el fondo
del acto planteado y que la tutela Jurisdiccional resulta otor­
gada con plena eficacia cuando la decisión. consiste en negar.
de forma no arbitraria o ilTazonable, la concurrencia de un
presupuesto procesal necesarto para conocer del fondo del pro­
ceso. (fundamento 1ur1dico tercero),

Aplicando esta doctrina al presente caso, este Tribunal debe
por consiguiente entrar a examinar el auto impugnado, que es
una resolución de inadmisión del recurso por la via espec1al
de la Ley 62/1978 -aun dejando abierta la posibilidad de pro­
seguirlo por la., ,\lÍa ordinarJ.a-. en cuanto se tuada ea que
el obleto del proceso incoado no afecta a violación alguna
de un derecho fundamental, es decir. aqui, del derecho.a la
igualdad. Habiendo invocado el reCUlTen,te en amparo. en el
proceso previo. la violación por el acto administrativo .tAclto.
d~l Ministerio del Interior del artfculo 14 de la -CE, hemos. pues,
de avenguar si, .prima facle., dicho acto de la Administración
ha podido afectar al derecho a la igualdad del recurrente.
aunque a los solos efectos de determinar si ha existido una
violación del arUculo 24.1 de la CE, sin prejuzgar si ha sido
o no vulnerado el arUculo 14 de la CE ni, menos a(m, la lega­
lidad de la actuación administrativa, por cuanto se trata de
cuestiones sobre las que todavía podrfa pronunciarse la Juris­
dicción ordinaria.

Por otra parte, conviene tener en cuenta al respecto q,ue
el cambio de procedimiento a q,ue dio lugar el auto impugnado
se produjo. una vez admitido a trámite el recurso contenc1olo­
administrativo de referencia en el marco de 1& Ley 82/1978.
como consecuencia de un recurso promovido por el Abogado
del Estado, al entender la Sala de lo Contencioso-Admtnistrativo
de la Audiencia Nacional que la cuestión que se ventilaba era
de le~A1tdad ord;naria v no afedab~ al prlnC'iplo de tgu'l\riad.

Tercero,-EI hoy reC'urrt':'nte en amparo impugnó en el pro..
ceso previo una resolución tacita del· Ministerio del Interior

por la que se distribuyó entre funcionarios del Cuerno Sli"lerior
de Polic!a un determinado numero de ..nlveln de grad'l ocho".
de tal modo que, según dice, todos 108 funcionarios dJ;l dIcho
Cuerpo Superior. cualesquiera que fueran sq. categoríA ·v anti­
giiedad, destinados en el Pals Vasco y Navarra. hal:'ril'l.n sido
beneficiados por tal distrIbución con efectos de"lde 1 de m<¡'{o
de 1981j mientras que al recurrente en amparo. inspector de
primera. Licenctado en Derecho, destinado desde hace varios •
a'ftos en Madrid en un puesto de trabalo para el que ~e req!le­
riria ser .preferentemente. titulado universitario, e'5Decialmente
en Derecho, y tener una cierta experierJcia en "'Nvidos de
información, le habría sido concedido tal nivel de grado ocho
con efectos B partir de 1 de noviembre de 1981,

Planteada 1& cuestión en estos términos, el demandante pos­
tula simplemente el reconocimiento del derecho a unOE atrfl"lOS,
pues el nivel retributivo en discusión, concedido, s~gún dice,
a los funclonarioa de su Cuerpo destinados en el Pais Va.o;co
y Navarra, le fue reconocido a partir de noviembre de 1981,
por 10 que la pretendida discriminación 88 extendería a seis
meses, constituyendo su recurso una reclamación de unos atra·
sos por parte de un funcionario frente al Estado :le las que,
como sedala el Ministerio fiscal, con,sUtuyen supuesto Upico de
los procesos contencioso·adminlstrativos ordinarios en materia
de personal. ..

Como claramente le desprende de la argumentación del hoy
recurrente en amparo. la supuesta violación del derecho a la
IllJaldad no se imputa a la norma por él aducida, que regula
el complemento de destino en cuestiÓD, a saber, el articulo 2.°,
pérrafos primero y se~ndo. del Decreto 889/1972, de 13 de abrU.
sino a la .resolución tácita. del Mintsterio del Interior por
la que le hizo la distribución de dicha remuneración comple­
mentaria. de la que el recurrente afirma que no se a1ustó a
la normativa establecida. Ello equivale a decir que lo que
estaba en 1uego era propiamente la interpretación ~ dada por
la Administración a 101 pé,rrafos primero y segundo del ar­
ticulo 2,G del mencionado Decreto' 88911872. que definen el com­
plemento de destino de acuerdo con lo previsto en el artfculo 98.
páJTafo segundo, de la Ley de Funcionariol Civiles del Estado,
y en parUcular determinar 8l el complemento de destino debe
fijarse en tuncióiJ. exclusivamente de la ant1&11edad , terarqufa,
mas concretamente, si cabe Incluir en el concepto de .especlal
respoDlabUidacl. el factor que la Administración tuvo en cuen­
ta, según el recurrente, al proceder a la primera. distribución
de .niveles de grado ocho- entre loe respectivos functonarlos.
Por consiguiente. el objeto d@l proceso contencioso-admlnlstra­
tlvo interpuesto en su dia por el hoy recurrente en amparo
es sencillamente de legaUdad, La demanda en via contencioso­
admintstrativa pretendfa en efecto que 101 pArrafos primero
y segundo del artfculo 2.G del Decreto IM/I972 le habían inter­
pretado indebidamente. resultando la referencia a una supuesta
violación del derecho a la igualdad como UD elemento extrinseco
con respecto a dicho planteamiento. Decidir acerca de lila
Administración ha actuado o no de acuerdo con la norma
apliCAble corresponde a la 1urtsd1cc1ón ordinaria, y es asimismo
la via ordinaria adecuada; siendo Irrelevante al respecto el q,ue
el auto Impugnado llegue al milmo resultado en virtud de
una fundamentación diferente. tras ,unal consideraciones gene­
rales en tomo a la naturaleza de 101 derechos fundamentales
sobre las que no es preelso entrar aquf.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAJ'lOLA,

Ha decidido,

Denegar el amparo solicitado.

PubUquese esta lentencia en el .Boletfn Oficial del Estado•.

nada en Madrid a e de abril de 1983.-JerÓnlmo Arc,zamena
5ierra.-Franclsco Rubio Llorente,-Luis Diez Picfli.ü. -,'rancisco
Tomás y Val1ente.-Antonio Truyal SelTa.-Francisco Pera Ver·
daguer.-Firmados y rubric$dos.

En los connict08 pos.lttVOB de competencia designados cOn los
números de registro 223 y 228/1981, promovidos por el Gobierno
Vasco, representado por el Abogado don Javier Mrc ja!"iaga Za-_
malloa, contra el Real Decreto 642/1981, de "El de marzo. por el
que se reguló el régImen de los concursos de traslado de los
funcionarios de Cuerpos nacionaJe:l de Admlnlstrflc¡ón Local, y
contra la Resolución de 2 de mayo de 1981, de la Dirección Ge-

12222 Pleno, Conflictos· positivos de competenciG nl1me­
ros 223 y 228/1981.-Sentencia nún'iero 25/1983, de 1
de abril, :Y votos particulares. la siguiente

El Pleno del TrIbunal Constitucional compuesto f.O!" don
!Manuel Garcfa-Pelayo y Alonao, Presidentej don eronimo
Amumena Siena. don Angel Latorre segura, don Manuel
Diez de Veluco Vallejo, don Fratlcisco Rublo Uorente, dotia
Glona Begué Cantón. don Luis Dláz PiC'azo, don Francisco To­
más ., VaUente, don R,afael Gómel'~Ferrer Morant, don Angel
Escudt"ro del Corral. don Antonio Truyol Serra y don Francisco
Pera Verdaguer, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA


